
 

 

 

 
 
Señores 
JUZGADO 15° ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 
E.   S.   D. 
 

 

Demandante: Cecilia Esther Morales de Hernández  

Demandado: Departamento del Atlántico y la E.S.E Hospital General de 

Barranquilla. 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Ejecutivo 
Ref: Recurso de Reposición contra Mandamiento de Pago y formulación 
de excepciones contra mandamiento de pago, Rad. 2003–03068-00  
 

EINER CARDENAS RODRIGUEZ, mayor de edad y vecino de esta ciudad, 

identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, abogado en 
ejercicio con tarjeta profesional No. 257137 otorgada por el Consejo Superior de 

la Judicatura, obrando como apoderado de la Dirección Distrital de Liquidaciones 
– DDL, ente que actualmente administra las situaciones jurídicas no definidas de 
la extinta E.S.E Hospital General de Barranquilla, parte demandada en el proceso 

de la referencia, respetuosamente por medio del presente escrito concurro a su 
Despacho con el fin de interponer RECURSO DE REPOSICION contra el auto 

por medio del cual se libra mandamiento de pago en el proceso de la referencia 
y el auto que lo corrige o modifica, los cuales le fueron notificados a mi 
representada el día 17 de agosto del presente anuario y el cual sustento en los 

siguientes términos:    
 

No debió librarse mandamiento de pago contra la Dirección Distrital De 
Liquidaciones – DDL, habida consideración que esta no tiene el carácter de sujeto 
procesal como entidad demandada dentro del proceso de la referencia; adicional 

a lo anterior se tiene que se declaró terminada la existencia de la hoy extinta 
E.S.E Hospital General de Barranquilla y que el fallo de segunda instancia dictado 

por el Honorable Tribunal Administrativo del Atlántico el día 15 de febrero de 
2013, por medio del cual decidió confirmar los numerales 1°, 2° y 5° del fallo de 

primera instancia proferido por el Juzgado Segundo Administrativo de 
Descongestión de Barranquilla en fecha diciembre 19 de 2011, en el cual 
también se ordena modificar los numerales 3° y 4° del mismo fallo, documentos 

que son el fundamento del mandamiento de pago, la condena se predica en 
contra del Departamento del Atlántico y la E.S.E Hospital General de Barranquilla 

en su calidad de parte demandada dentro del proceso de Nulidad Y 
Restablecimiento del Derecho promovido por la demandante; siendo además 
que en el caso de marras.  

 
Es del caso aclarar que en el proceso que nos ocupa la actora encamina sus 

pretensiones en contra de la E.S.E Hospital General de Barranquilla adquiriendo 
esta la calidad de demandada dentro del mismo, con lo cual le surgió la 
obligación de designar apoderado y dar contestación a la demanda. Una vez 

iniciado el proceso liquidatorio y designada la entonces Superintendencia 
Distrital de Liquidaciones como liquidador de la E.S.E Hospital General de 

Barranquilla esta última asume la denominación de “E.S.E Hospital General de 
Barranquilla en liquidación” bajo la representación de la hoy Dirección Distrital 
de Liquidaciones como liquidador de aquella, pero se insiste en que la actuación 

como liquidador de parte de la DDL no constituye en modo alguno 
responsabilidad solidaria o subsidiaria de parte de esta respecto de las 

obligaciones a cargo de la extinta E.S.E, ni mucho menos significa que la DDL 
haya actuado en el mentado proceso como sucesor procesal de la desaparecida 
E.S.E Hospital General de Barranquilla después de iniciado su proceso 

liquidatorio, puesto que, una vez iniciado este la actuación de mi representada 
en el referenciado proceso se limitó a asumir la representación y defensa jurídica 



 

 

de la entidad hospitalaria, así como en los demás procesos judiciales que para 

ese entonces cursaran a favor o en contra de la liquidada.  
 
Corolario a lo anterior, tenemos que la actuación de la Dirección Distrital De 

Liquidaciones – DDL una vez iniciado el proceso liquidatorio de la E.S.E Hospital 
General de Barranquilla, se circunscribe únicamente a actuar como liquidador 

del mismo, así como a asumir la representación y defensa jurídica de la entidad 
hospitalaria, así como en los demás procesos judiciales que para ese entonces 
cursaran a favor o en contra de la liquidada, tal como ya se explicó. En ese 

sentido, es claro que, en atención a su actuación como liquidador de aquella, no 
por ello debe responder con su propio patrimonio por las obligaciones 

reclamadas por la demandante.  
 

De igual forma, se señala que la representación legal que asumió la entonces 
Superintendencia Distrital de Liquidaciones al momento de ordenar la toma de 
posesión y apertura del proceso de disolución y liquidación de la E.S.E Hospital 

General de Barranquilla, llego hasta la finalización del mismo; pues, una vez se 
dio por finalizado tal proceso liquidatorio y se declaró la terminación de la 

existencia legal de la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación, 
mediante la Resolución No. 037 de 2010, se entiende, como consecuencia lógica, 
finalizada la representación legal asumida por la DDL al dejar de existir a la vida 

jurídica la entidad representada. 
 

La E.S.E Hospital General de Barranquilla fue liquidada por disposición del 
Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla a través del decreto 0255 
de 2004, en el cual se designó a la entonces Superintendencia Distrital de 

Liquidaciones como ente liquidador del mismo; entidad que cambio su 
denominación a Dirección Distrital de Liquidaciones y que determinó la 

terminación del proceso liquidatorio de la referida E.S.E a través de la Resolución 
No. 037 de 2010; situación que conllevo a que se también se diera por finalizada 
la representación legal de la misma asumida por la DDL. 
 
Adicionalmente, me permito plantear, de acuerdo al artículo 97 del Código de 

Procedimiento Civil, norma que resulta jurídicamente aplicable al presente 
asunto, las siguientes excepciones previas y de fondo para obtener la revocatoria 
del mandamiento de pago: 
  

A) INCAPACIDAD O INDEBIDA REPRESENTACIÓN DEL DEMANDANTE O 
DEL DEMANDADO - FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 

En este aspecto entrando en materia, si se lee el Decreto Distrital 0254 de 2004 
por el cual se creó la Superintendencia Distrital de Liquidaciones y el Decreto 
0182 de 2005 que cambió su nombre al de Dirección Distrital de Liquidaciones 

se podrá observar que,  según el artículo 4° del decreto 0254 de 2004, el objeto 
social de la DDL no es otro que el ordenar la toma de posesión , apertura, 

ejecución y culminación de los procesos de estructuración administrativa y/o 
disolución y liquidación de los entes descentralizados y establecimientos 
públicos del Distrito de Barranquilla que actualmente se encuentren en curso o 

estén por iniciarse de conformidad con los lineamientos estipulados por el 
Alcalde Distrital, pero no el de asumir las funciones que dejaron las entidades 

liquidadas ni asumir el pasivo de dichas entidades con su propio peculio como 

lo pretende la parte demandante en su libelo demandatorio. 

Si bien es cierto, que la DIRECCIÓN DISTRITAL DE LIQUIDACIONES adelantó y 
culminó el proceso de disolución y liquidación de la E.S.E Hospital General de 

Barranquilla, ello no desconoce que esta última entidad ostentaba personería 
jurídica independiente, autonomía administrativa y patrimonio propio, con lo 
cual era sujeto de derechos y obligaciones que serían atendidos con los recursos 

devinientes de las rentas consagradas en su norma de creación. En este orden 
de ideas, la Dirección Distrital de Liquidaciones en ejercicio de su carácter de 

liquidador es una persona jurídica distinta a la extinta E.S.E Hospital General de 
Barranquilla en liquidación, así como de las demás entidades cuyo trámite 



 

 

liquidatorio adelantó o actualmente adelanta, ya que su objeto de conformidad 

con la norma rectora apunta a adelantar y culminar los trámites liquidatorios 
para lo cual debe realizar los activos disponibles para proceder al pago gradual 
del pasivo a cargo de la entidad en liquidación, hasta la concurrencia de sus 

activos, preservando la igualdad entre los acreedores, sin perjuicio de las 
disposiciones legales que confieren privilegios de exclusión y preferencia en el 

pago, a determinada clase de créditos. Así lo disponen las normas que se aplican 
a los procesos liquidatorios, y que rigieron igualmente para la liquidación de la 

E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación. 

Por consiguiente del carácter de liquidador que ostentó la DIRECCION DISTRITAL 

DE LIQUIDACIONES no pude colegirse en modo alguno que esta ocupe el lugar 
del ente en liquidación o ya liquidado, o que deba subrogarse en el pago de las 
obligaciones o los pasivos que la E.S.E Hospital General de Barranquilla en 

liquidación haya adquirido, ni que exista solidaridad o subsidiaridad alguna con 
los mismos, pues como ya se ha dicho se trata de dos personas jurídicas 

claramente diferenciadas, correspondiendo exclusivamente a la E.S.E Hospital 
General de Barranquilla en liquidación durante el término de su existencia legal 
la legitimación en causa por pasiva frente a las acciones judiciales incoadas en 

su contra. 

Con fundamento en lo anterior podemos expresar que sería jurídicamente 
improcedente que se pretenda que sea la DIRECCION DISTRITAL DE 
LIQUIDACIONES la entidad que asuma el pago de las sumas reclamadas por la 

actora con ocasión de la sentencia fulminada en contra de la E.S.E Hospital 
General de Barranquilla en liquidación, que en caso de existir ésta jurídicamente, 

estaría a cargo del pago de dichas obligaciones, ya que insistimos su 
competencia como ente Liquidador estuvo circunscrita a adelantar y llevar a cabo 
hasta su culminación el trámite liquidatorio, a causa del ejercicio de la 

representación legal de la entidad liquidada, sin que ello se deba confundir con 
la asunción de algún tipo de responsabilidad con respecto a las obligaciones 

adquiridas por el ente intervenido. 

Por tanto, con base en lo anteriormente expuesto la DIRECCION DISTRITAL DE 

LIQUIDACIONES no debe ni puede ostentar la calidad de accionada y tampoco 
está llamada a asumir la representación legal de la extinta E.S.E Hospital General 

de Barranquilla en liquidación a partir de la terminación de su existencia legal, 
ocurrida el 30 de julio de 2010 mediante la Resolución No. 037 del mismo año, 
por haber tenido lugar con ello la cesación de sus funciones como Liquidador y 

de contera su representación legal. 

 

B) CARENCIA DE TITULO E INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACION FRENTE 
A LA DIRECCION DISTRITAL DE LIQUIDACIONES COMO ENTE 

AUTONOMO 

Al respecto, cabe señalar que el título ejecutivo lo constituyen en el presente 

caso el fallo de segunda instancia dictado por el Honorable Tribunal 
Administrativo del Atlántico el día 15 de febrero de 2013, por medio del cual 
decidió confirmar los numerales 1°, 2° y 5° del fallo de primera instancia 

proferido por el Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de 
Barranquilla en fecha diciembre 19 de 2011, en el cual también se ordena 

modificar los numerales 3° y 4° del mismo fallo; cuyas partes procesales fueron 
la señora CECILIA ESTHER MORALES DE HERNANDEZ el Departamento del 
Atlántico y la E.S.E Hospital General de Barranquilla como DEMANDADOS, esta 

ultima posteriormente entro en proceso de liquidación, por tanto, siendo así las 

cosas la DDL no fue parte demandada dentro del proceso.  

En consecuencia, los efectos de la condena que se predican es en contra de la 
E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación, mas no de la Dirección 

Distrital De Liquidaciones – DDL,  y así quedo expresamente señalado en los 
referidos fallos judiciales, y así mismo lo reconoce el Despacho en sus 

consideraciones; luego entonces no se explica la decisión de la señora Juez de 
dictar mandamiento de pago en contra de mi representada cuando es más que 
evidente que la misma no fue parte del proceso judicial de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho iniciado por la señora Morales De Hernández ni 



 

 

tampoco resulto condenada en el mismo, por tanto, no se le puede exigir el 

cumplimiento de dichas obligaciones máxime cuando su actuación como 
liquidador de la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación se limitó a 
adelantar los tramites propios para su pronta liquidación y la labor de 

representación legal que la DDL tenia de la misma feneció en el año 2010.  

En este orden de ideas, incurre el despacho judicial, en un yerro jurídico, al 
proferir mandamiento de pago en contra de la DIRECCION DISTRITAL DE 
LIQUIDACIONES, asimilándola a la E.S.E Hospital General de Barranquilla en 

liquidación, o peor aun indicando que esta aun ostenta la condición de liquidador 

o de representación legal de la desaparecida Empresa Social del Estado.  

Es claro entonces que mi representada, la DIRECCIÓN DISTRITAL DE 
LIQUIDACIONES además de no haber sido parte dentro del proceso, es una 

entidad distinta y autónoma respecto de la demandada E.S.E Hospital General 
de Barranquilla, tal como también lo reconoce el Despacho, siendo que la 

primera de las nombradas es un establecimiento público del orden Distrital 
adscrito a la Secretaría de Hacienda, dotado de personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, organizado  bajo el régimen jurídico 

establecido en el artículo 70 de la Ley 489 de 1998, que tiene por objeto la toma 
de posesión, apertura, ejecución y culminación de los procesos de 

reestructuración administrativa y/o disolución y liquidación de los entes 
descentralizados y establecimientos públicos del Distrito de Barranquilla que 
actualmente se encuentren en curso o estén por iniciarse de conformidad con 

los lineamientos estipulados por el Alcalde Distrital.  

A su turno, la hoy extinta E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación 
fue creada como un establecimiento público de orden Distrital, entidad pública 
que se dedicaba a la prestación de servicio de salud, y como tal independiente 

de la DIRECCIÓN DISTRITAL DE LIQUIDACIONES, en cuanto a su patrimonio, 
deberes y obligaciones. 

 

Desarrolladas todas las actuaciones administrativas inherentes al proceso 
liquidatorio, mediante Resolución No. 037 del 30 de Julio de 2010, se ordenó la 
terminación de la existencia legal de la E.S.E. HOSPITAL GENERAL DE 

BARRANQUILLA EN LIQUIDACION: y por la Resolución No. 010 del 29 de enero 
de 2010. Finalmente, a través de la Resolución No.  038 del 30 de Julio de 2010, 

la Dirección Distrital de Liquidaciones, acogió la Administración de las situaciones 
jurídicas no definidas de dicho ente liquidado. 
 

El concepto de situaciones jurídicas no definidas ha sido referido a la realización 
de aquellas actividades relacionadas con el post liquidatorio que deben continuar 

una vez tiene lugar la terminación de la existencia jurídica de la entidad y que 
por lo común están referidas a la administración del Archivo; la continuación de 
la defensa judicial de los procesos que fueron notificados antes y durante del 

proceso liquidatorio; el pago del pasivo en el evento que al cierre del trámite 
liquidatorio no fuere posible su pago por haberse encontrado la entidad en 

desequilibrio financiero, la cancelación de las provisiones económicas dispuestas 
por el liquidador para el pago de los eventuales fallos de condena que sean 
proferidos dentro de los procesos en curso al cierre de la liquidación, siempre y 

cuando el liquidador las haya entregado al tercero especializado. 
 

Así las cosas, frente a los fallos de condena contra entidades liquidadas por la 

DDL, específicamente de la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación, 
conviene determinar cuál es la entidad que debe asumir de manera subsidiaria 
el pago de estos, cuestión que nos remite, en su orden a la valoración jurídica: 

i) de las funciones y competencias de los liquidadores, ii) los recursos de la masa 
que constituyen la prenda general de los acreedores, iii) la  situación del pago 

de los procesos iniciados antes y durante el trámite liquidatorio y iii) de la 
responsabilidad del DEIP DE BARRANQUILLA, como ente creador del extinta 

E.S.E.   

Si bien es cierto, que la DDL adelantó y culminó el proceso de disolución y 

liquidación de la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación, ello no 
desconoce que esta última entidad ostentaba personería jurídica independiente, 



 

 

autonomía administrativa y patrimonio propio con lo cual era sujeto de derechos 

y obligaciones que serían atendidos con los recursos provenientes de Las rentas 

consagradas en su norma de creación. 

En este orden la DDL en ejercicio de su carácter de liquidador es una persona 
jurídica distinta a la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación, así 

como de las demás entidades cuyo trámite liquidatorio que actualmente adelanta 
o ha adelantado, ya que su objeto de conformidad con la norma rectora apunta 
adelantar y culminar los tramites liquidatorios para lo cual debe realizar los 

activos disponibles para acreedores, sin perjuicio de las disposiciones legales 
que confieren privilegios de exclusión y preferencia en el pago, a determinada 

clase de créditos. Así lo disponen las normas que se aplican a los procesos 
liquidatorios, y que rigen igualmente para la liquidación de la E.S.E Hospital 
General de Barranquilla en liquidación. 
 

Por consiguiente el carácter de liquidador que ostentó la DDL no puede colegirse 
en modo alguno que esta ocupe el lugar del ente en liquidación que deba 

subrogarse en el pago de las obligaciones o los pasivos que la E.S.E Hospital 
General de Barranquilla en liquidación, ni que exista solidaridad alguna con los 
mismos, pues como ya se ha dicho se trata de dos personas jurídicas claramente 

diferentes, correspondiendo exclusivamente a la E.S.E Hospital General de 
Barranquilla en liquidación, durante el término de su existencia legal la 

legitimación en causa por pasiva frente a las acciones judiciales incoadas en su 

contra.  

Y como consecuencia de lo anterior, es menester manifestar que la liquidación 
de una entidad pública es un proceso de naturaleza especial que propende por 

finiquito de la entidad, cuando los resultados de su funcionamiento no guardan 
relación con las políticas gubernamentales macro o el mismo no es coherente en 
materia de economía del gasto, por existir un desequilibrio entre el costo de su 

gestión y el beneficio social que debe percibirse con su funcionamiento.  

El art 293 del decreto ley 663 de 1993 (estatuto orgánico del sistema financiero) 
establece que el proceso de liquidación es un proceso concursal y universal cuya 
finalidad esencial es la pronta realización de los activos y el pago gradual y rápido 

del pasivo externo a cargo de la respectiva entidad hasta la concurrencia de sus 
activos, preservando la igualdad entre los acreedores, sin perjuicio de las 

disposiciones que confieren privilegios de la exclusión y preferencia a 
determinada clase de créditos, tal como lo ha confirmado la Honorable Corte 
Constitucional, en sentencia C-140 de 2001, que resolvió la demanda de 

inconstitucionalidad contra el Art 2, literal b) y parágrafo 2; y contra el art d) y 

el e) del decreto 254 de 2000. 

En este contexto, las funciones del liquidador se encuentran reguladas en el art 

6° del decreto 254 del 2000 así:  

Artículo 6º. Funciones del liquidador. Son funciones del liquidador las siguientes:  

a) Actuar como representante legal de la entidad en liquidación;  

b) Responder por la guarda y administración de los bienes y haberes que se encuentren 

en cabeza de la entidad en liquidación, adoptando las medidas necesarias para mantener 

los activos en adecuadas condiciones de seguridad física y ejerciendo las acciones 

judiciales y administrativas requeridas para el efecto;  

c) Informar a los organismos de veeduría y control del inicio del proceso de liquidación;  

d) Dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, con el fin 

de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que 

deben acumularse al proceso de liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra 

clase de proceso contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador;  

e) Dar aviso a los registradores de instrumentos públicos para que den cumplimiento a 

lo dispuesto en el literal d) del artículo 2º del presente decreto, y para que dentro de los 

treinta (30) días siguientes a que se inicie la liquidación informen al liquidador sobre la 

existencia de folios en los que la institución en liquidación figure como titular de bienes 

o de cualquier clase de derechos;  

f) Ejecutar los actos que tiendan a facilitar la preparación y realización de una liquidación 

rápida y efectiva;  



 

 

g) Elaborar el anteproyecto de presupuesto de la entidad y cuando sea del caso 

presentarlo a la Junta Liquidadora para su aprobación y trámite correspondiente;  

h) Adelantar las gestiones necesarias para el cobro de los créditos a favor de la entidad;  

i) Dar cierre a la contabilidad de la entidad cuya liquidación se ordene, e iniciar la 

contabilidad de la liquidación;  

j) Celebrar los actos y contratos requeridos para el debido desarrollo de la liquidación, 

hasta el monto que le haya sido autorizado por la Junta Liquidadora, cuando sea del 

caso, y representar a la entidad en las sociedades, asociaciones y entidades en que sea 

socia o accionista;  

k) Transigir, conciliar, comprometer, compensar o desistir, judicial o extrajudicialmente, 

en los procesos y reclamaciones que se presenten dentro de la liquidación, hasta el 

monto autorizado por la Junta liquidadora, cuando sea del caso, y atendiendo las reglas 

sobre prelación de créditos establecidas en el presente decreto;  

l) Promover las acciones disciplinarias, contenciosas, civiles o penales necesarios contra 

los servidores públicos, personas o instituciones que actúen o hayan actuado dolosa o 

culposamente en el ejercicio de funciones o en el manejo de los bienes y haberes de la 

entidad en liquidación;  

m) Rendir informe mensual de su gestión y los demás que se le soliciten;  

n) Presentar el informe final general de las actividades realizadas en el ejercicio de su 

encargo;  

o) Velar porque se dé cumplimiento al principio de publicidad dentro del proceso de 

liquidación;  

p) Las demás que le sean asignadas en el decreto de nombramiento o que sean propias 

de su encargo.  

Parágrafo. En el ejercicio de las funciones de que tratan los literales j) y k) del presente 

artículo, se requerirá previamente de apropiación y disponibilidad presupuestal. 

Así mismo, el art 20 ibidem, dispone que la masa de la liquidación la componen 

todos los bienes, las utilidades, rendimientos financieros y cualquier tipo de 
derecho patrimonial que ingrese o deba ingresar al patrimonio de la entidad a 

liquidar.  

El art 32 señala, que las obligaciones de la entidad en liquidación, incluyendo los 
pasivos laborales, se cancelaran con el producto de las enajenaciones de los 

activos con observancia de las normas legales y presupuestales del caso 

teniendo en cuenta la prelación de créditos. 

Igualmente, el art 32 del decreto que nos ocupa, expresa, que corresponderá al 
liquidador cancelar las obligaciones pendientes a cargo de la masa de la 

liquidación, previa disponibilidad presupuestal, con el fin de realizar su 

liquidación progresiva.  

Finalmente, el art 42 del decreto 2211 de 2004 anuncia que el pago de los 
créditos a cargo de la masa de la liquidación. Una vez restituidas las sumas de 

dinero excluidas de la masa de la liquidación, en la medida en que las 
disponibilidades de la intervenida lo permitan y cuantas veces sea necesario el 

Liquidador señalará períodos para realizar el pago parcial o total de los créditos 
a cargo de la masa de la liquidación, con sujeción a la prelación de pagos 

establecida. 

Las precitadas disposiciones recogen lo preceptuado en el art 293 del decreto 

ley 663 de 1993 (estatuto orgánico del sistema financiero) esto es, que los 
pasivos a cargo de la entidad intervenida deben ser asumidos hasta la 

concurrencia de sus activos.  

De lo anteriormente expuesto se concluye que corresponde al liquidador realizar 

el pago de las obligaciones a cargo de la intervenida con los activos de propiedad 
de la misma y respetando para ello la prelación legal establecida en las normas 

legales  

En este acápite es oportuno puntualizar que en lo que concierne a la 
responsabilidad del liquidador frente a los actos ejecutados dentro de un proceso 

liquidatario, solo es procedente configurar una eventual responsabilidad 



 

 

patrimonial en la medida en que se encuentre plenamente demostrada 

judicialmente su responsabilidad por dolo o culpa grave en el ejercicio de sus 

funciones, lo cual sea de paso decirlo escapa el objeto del presente proceso. 

En este sentido, es menester manifestar que se logró un importante avance con 
la ley 222 de 1995, respecto a las responsabilidades del liquidador al precisar 

aspectos fundamentales sobre el tema. 

Las múltiples y complejas atribuciones asignadas al liquidador pueden significar 

una importante fuente de responsabilidad, por este es por lo que el art 255 del 
Código de Comercio preceptúa que los liquidadores serán responsables ante los 

asociados y ante terceros de los perjuicios que se les cause por violación o 

negligencia en el cumplimiento de sus deberes. 

Así las cosas no resulta dable pretender configurar una responsabilidad objetiva 
sea esta solidaria o subsidiaria en cabeza del liquidador, teniendo como único 

fundamento la condición que ostentaba como tal, esto es el de liquidador, ya 
que la responsabilidad del liquidador solo es posible cuando por dolo o culpa 
suya se causen perjuicios a terceros, acreedores o a la entidad liquidada, para 

lo cual se precisa de la previa determinación de la naturaleza de su 
responsabilidad mediante la valoración judicial de su conducta a través de un 

proceso ordinario. 

Fuera de lo anterior, esta situación de trasladar al liquidador una responsabilidad 

solidaria o subsidiaria respecto de las obligaciones a cargo de las entidades que 
estos liquidan seria aún más gravosa en tratándose de liquidadores personas 
naturales haciendo imposible el ejercicio de la función, porque es seguro que 

ninguna persona estaría en condición de asumir con cargo a su patrimonio, las 

obligaciones de los terceros que líquido.  

De otra parte, es preciso señalar que en lo que concierne a la situación del pago 
de los procesos judiciales iniciados antes y durante el trámite liquidatorio, no 

existe un vacío normativo en las normas que regulan dichos procesos que haga 
justificable acudir a un principio de subsidiaridad tal y como se pretende por la 

ejecutante. 
 

Por su parte, correspondía al liquidador a efectos de garantizar el cumplimiento 
de fallos proferidos dentro de los procesos judiciales reclamados, darle 

cumplimiento a las reglas establecidas en el artículo 46 del Decreto 2211 de 
2004, (hoy derogado por el artículo 12.2.1.1.4 del Decreto 2555 de 2010), cuyo 

tenor literal es el siguiente: 

“Artículo 46. Reglas para el pago de obligaciones por procesos en curso. Cuando 

durante el proceso liquidatorio se produzcan sentencias judiciales en contra de 
la intervenida y las mismas estén en firme, se les dará el siguiente tratamiento 

para su pago: 

a) Procesos iniciados antes de la toma de posesión: El Liquidador deberá 

constituir una reserva razonable con las sumas de dinero o bienes que 
proporcionalmente corresponderían respecto de obligaciones condicionales o 

litigiosas cuya reclamación se presentó oportunamente pero fueron rechazadas 
total o parcialmente, teniendo en cuenta los siguientes criterios: La prelación 
que le correspondería a la respectiva acreencia, en caso de ser fallada en contra 

de la liquidación y la evaluación sobre la posibilidad  de un fallo favorable o 

adverso. (…) 

Las condenas que correspondan a reclamaciones que no fueron presentadas 

oportunamente serán pagadas como pasivo cierto no reclamado. (...)” 

De la anterior disposición, se deduce que frente a las normas que informan los 

tramites liquidatorios para garantizar el pago de eventuales fallos de condena 
contra la intervenida después de su liquidación el ente liquidador tiene la 
obligación de provisionar al cierre del proceso liquidatorio, los recursos para 

garantizar el pago de futuras sentencias en contra de los procesos judiciales 
notificados únicamente durante el proceso liquidatorio de la intervenida, 

supeditándola a la existencia de recursos para el efecto;  y una vez terminada 
la liquidación, las provisiones deben ser entregadas por el liquidador al tercero 



 

 

especializado que se hará cargo del postliquidatorio, a título de administrador de 

las situaciones jurídicas no definidas al tiempo de la liquidación. Sin que la 
calidad de tercero especializado de la DDL implique solidaridad alguna de esta 
en las obligaciones de la E.S.E Hospital General de Barranquilla en liquidación.  
 

Es así como la efectividad de los derechos litigiosos se garantiza con las 
provisiones entregadas por el liquidador al tercero especializado, convirtiéndose 

para este último en una obligación legal, de pagar el fallo proferido dentro de 
los procesos en curso al término de la liquidación, hasta por el monto de la 
provisión recibida para el efecto; pero en el caso de la extinta E.S.E Hospital 

General de Barranquilla en liquidación dicha provisión no se hizo atendiendo a 
la difícil situación financiera de la entidad liquidada, lo cual hace imposible que 

la DDL  asuma el pago de los mismos, lo cual implica que el Distrito de 
Barranquilla es quien debe asumir esta carga por ser la entidad que creo y 

ordeno la liquidación de la desaparecida E.S.E.    
 

Sobre este aspecto, ya existen varios precedentes verticales, como es el caso, 
de la sentencia de segunda instancia del 26 de agosto de 2014 notificada por 

edicto del 5 de septiembre de 2014 y dictada dentro del proceso ejecutivo 
adelantado por MIRIAM CERVANTES Y OTROS contra la DIRECCION DISTRITAL 

DE LIQUIDACIONES mediante la cual, el Tribunal Administrativo del Atlántico 
confirmó la sentencia de primer grado contra la DIRECCION DISTRITAL DE 
LIQUIDACIONES como representante legal del extinto DADIMA y declaró la falta 

de legitimación en la causa por pasiva con relación al DAMAB, determinando el 

alcance de dicha legitimación, y teniendo como fundamento lo siguiente: 

 

“Si bien la Dirección Distrital de Liquidaciones, mediante Decreto 
018 del 26 de diciembre de 2005, adjudicó a favor del DAMAB, 

los archivos y remanentes de bienes, derechos y obligaciones 
del DADIMA Liquidado, no se incluyeron los pasivos laborales, 
por lo cual se tiene que por ministerio de ley el organismo 

descentralizado es sujeto de derechos y obligaciones, pero sólo 
mientras sobre él la función de ejercer directa y autónomamente 

el servicio que le ha sido encomendado ya que por efecto del 
acto de su extinción, necesariamente retorna al ente en este 

caso territorial que creó la respectiva función junto con los 
derechos y obligaciones que aquel hubiere adquirido durante el 
desarrollo de su objeto. 
En otras palabras, gravita sobre la Dirección Distrital de 
Liquidaciones, como representante legal del extinto DADIMA, la 

obligación de satisfacer a plenitud las acreencias laborales 
contenidas en el título de recaudo ejecutivo, no con su propio 
patrimonio, sino con el conjunto de bienes del DADIMA 

liquidado y/o con los recursos que inexorablemente 
deberá gestionar ante el Distrito Especial, Industrial y 

Portuario de Barranquilla para atender las acreencias del 
DADIMA liquidado. Todo ello en virtud de la radicación de 
competencias y funciones estatales de carácter técnico 

administrativo por servicios en organismos descentralizados com 
ente creador del liquidado Dadima” (negrillas y subrayas 

impropias) 
 

Así mismo, el Tribunal Administrativo del Atlántico, al decidir el recurso de 
apelación en fecha 29 de agosto de 2017, circunscribió la responsabilidad de la 

DDL a su condición de tercero especializado con base en la resolución 091 de 
2009, por lo que, no le corresponde a la misma asumir con su propio peculio el 

fallo a favor del señor PINEDA LASTRE; es así como en dicha providencia se 
señaló lo siguiente: 
 

“Ahora bien, en vista que la Corporación Distrital de Recreación y Deporte Fue 

liquidada y su personería jurídica extinguida, corresponde a la Dirección Distrital 
de Liquidaciones realizar las gestiones pertinentes, en orden de garantizar el 



 

 

pago de la obligación reclamada en razón del presente proceso, y de ser 

necesario, en virtud de la colaboración administrativa, acudir ante el Distrito 
Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, en orden de superar la situación 
planteada, esto, a través de la obtención de los recursos necesarios para la 

satisfacción del crédito, lo anterior con fundamento en la clausula general de 
responsabilidad, consagrada en el art. 90 del C.P. y toda vez que el ente 

extinguido fungía como apéndice de la administración central, representada en 
el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, tanto así que fue el 
citado ente territorial el que ordenó la liquidación(..)”. 
  
C) IMPOSIBILIDAD DE NOTIFICAR UNA SOCIEDAD LIQUIDADA QUE YA 

NO ES SUJETO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES  
 

Consecuente con lo informado anteriormente, respecto de la liquidación de la 
extinta PROMOCENTRO S.A, y la notificación realizada a esta entidad resulta 
oportuno reproducir lo señalado por el Consejo de Estado mediante sentencia 

del cuatro de abril de 2019 dentro del expediente con radicación No. 68001-
23-31-000-2003-00568-01(18729), con ponencia del Consejero MILTON 

CHAVES GARCÍA; en donde el alto tribunal sostuvo:  
 
“…Al terminar la existencia legal del representado, igualmente, pone fin a las 

funciones y facultades de la persona que fue designada como liquidador, toda 
vez que dicha figura jurídica tiene por finalidad representar a la deudora y ejercer 

las funciones previstas en el artículo 166 de la Ley 222 de 19951. 
 
En cuanto a la responsabilidad del liquidador de una sociedad, la Sala en 

oportunidad anterior precisó lo siguiente2: 
 

 “… el liquidador de una sociedad que ya se liquidó solo responde por 
los perjuicios causados por el incumplimiento de sus deberes, para lo cual 
el artículo 255 del Código de Comercio prevé que las acciones de los terceros (y 

los asociados) contra los liquidadores prescriben en cinco años, a partir de la 
fecha de la aprobación de la cuenta final de la liquidación. 

 
“Al respecto, la doctrina ha dicho que ‘a partir de la aprobación de la cuenta final 
de liquidación no subsisten sino acciones de los asociados y de los terceros 

contra el liquidador; ya no se trata de acciones contra la sociedad que puedan 
seguirse contra el liquidador como administrador de ese patrimonio social, sino 

de acciones derivadas de la obligación interpuesta en el artículo 255 del Código 
al liquidador de responder por los perjuicios causados a los socios y a los terceros 
‘por violación o negligencia en el cumplimiento de sus deberes’.3 (Subraya la 

Sala) 
 

“A su vez, la efectividad de los derechos de los terceros contra el 
liquidador por actos de la sociedad solamente pueden intentarse 
durante el período de la liquidación, pues ‘clausurada esta con la aprobación 

de la cuenta final de la misma, no hay propiamente obligaciones sociales, ya que 
desde entonces deja de existir el patrimonio social’4. 

 
“En consecuencia, ‘Si no han sido pagadas todas las obligaciones, ya no es 

posible intentar su cobro, la acción procedente entonces, tanto de parte de los 
socios como de los terceros, es la indemnización de perjuicios que representa 
para ellos el no pago, si es debido a dolo o culpa del liquidador en el 

cumplimiento de sus funciones. […] Son, pues, dos clases muy distintas de 
acciones las que pueden intentar los socios y los terceros contra un liquidador: 

                                                           
1
 En sentencia de 23 de junio de 2015, Exp. 20688, C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia, la 

Sala precisó que hasta que “la sociedad desaparece como sujeto de derecho […] hasta ese 
momento el liquidador tiene capacidad para representarla legalmente”. 
2
 Sentencia de 23 de junio de 2015, Exp. 20688, C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia. 

3
 Sociedades Comerciales Vol. 1. Teoría General. Gabino Pinzón. Quinta Edición. Editorial TEMIS  

S.A. 1988, pág. 263. 
4
 Ibídem 



 

 

las enderezadas directamente a obtener el pago de los créditos de que 

sean titulares contra la sociedad, que solamente pueden proponerse 
como tales durante la liquidación, y las enderezadas al pago de los perjuicios 
causados por no haber sido atendidos debidamente los créditos’5. 

 
“En suma, una sociedad liquidada no es sujeto de derechos y obligaciones 

y por tratarse de una persona jurídica que ya no existe, tampoco puede 
demandar ni ser demandada6. Por la misma razón, el liquidador no tiene su 
representación legal ni pueden exigírsele a este el cumplimiento de las 

obligaciones a cargo de la sociedad liquidada”. 
 

Por lo anterior, resulta pertinente solicitar al Despacho declarar la ineficacia de 
la notificación realizada a la Dirección Distrital de Liquidaciones – DDL; por 

cuanto la extinta E.S.E Hospital General de Barranquilla feneció a la vida jurídica 
en la fecha antes señalada; en tal sentido NO puede ser objeto de acciones 
judiciales en su contra. Ello por cuento es claro que la sentencia que sirve de 

titulo judicial esta fulminada en contra de esta; siendo que ya no existe. De igual 
forma, se debe tener en cuenta que una vez finalizada la existencia de la entidad 

intervenida la calidad de liquidador que esta Dirección ostentaba se da por 
finalizada, por lo que tampoco está llamada a responder en el caso de marras.  
 

Finalmente, se recalca que esta Dirección, posterior a la liquidación de E.S.E 
Hospital General de Barranquilla, no puede asumir la defensa judicial de 

procesos notificados posterior a este último suceso; solo estaba facultado para 
hacerlo en los procesos judiciales notificados antes y durante el trámite del 
proceso liquidatorio.  

 
En conclusión, de lo expuesto se observa:  
 

1.- El cumplimiento del fallo judicial se predica de la extinta EMPRESA SOCIAL 
DEL ESTADO HOSPITAL GENERAL DE BARRANQUILLA, por lo tanto, se configura 
la falta del título ejecutivo en contra de la DDL. 
 

2.- En el evento de pretender configurar la legitimación por pasiva de la DDL, 
como tercero especializado, frente al cumplimiento del fallo, se tiene que la 

intervención de la entidad que represento bajo esta modalidad se limita 
únicamente a adelantar las acciones pertinentes ante el Distrito de Barranquilla 
para la consecución de los recursos que satisfagan la obligación pendiente de 

pago.  
 

3- La Dirección Distrital de Liquidaciones – DDL no podía ser notificada del 
mandamiento de pago decretado en el presente proceso debido a que la E.S.E 
HOSPITAL GENERAL DE BARRANQUILLA, ya se encuentra extinta y en tal razón 

no puede ser sujeto de derechos u obligaciones.  
 

 
PETICION 

Ruego al señor Juez, se sirva reponer la decisión recurrida y, en consecuencia, 

revocar la orden de librar mandamiento ejecutivo de pago dictada en contra de 
la Dirección Distrital de Liquidaciones – DDL, el cual carece de sustento jurídico 
de acuerdo a los hechos y argumentos jurídicos presentadas en el presente 

escrito.  
 

PRUEBAS 

Me acojo a las pruebas aportadas y las que le sean decretadas al actor y aporto:  

 

                                                           
5
 Ibídem 

6
 Ibídem. Se reitera que en oficio 220-036327 de 21 de mayo de 2008, la Superintendencia de Sociedades precisó que “al 

ser inscrita la cuenta final de liquidación en el registro mercantil, se extingue la vida jurídica de la sociedad, por tanto 

mal podría ser parte dentro de un proceso una persona jurídica que no existe” (Se resalta). 



 

 

 

DOCUMENTALES 
 

1. Decreto 0254 de 2004 y 0185 de 2005 que crea a la Superintendencia 
Distrital de Liquidaciones y posteriormente se modifica a la Dirección 
Distrital de Liquidaciones. 

 
2. Decreto 0255 de 2004 que ordena la liquidación de la extinta ESE 

HOSPITAL GENERAL DE BARRANQUILLA. 
 

3. Resolución No. 037 de 2010, por medio de la cual se declara la 

terminación    del proceso liquidatorio de la extinta E.S.E Hospital General 
de Barranquilla en liquidación.  
 

4. Resolución No. 038 de 2010, por medio de la cual se asumen las 
situaciones jurídicas no definidas de la extinta E.S.E Hospital General de 
Barranquilla en liquidación. 

 

ANEXOS 

Allego poder para actuar con sus respectivos anexos y lo anunciado como 
pruebas documentales en el acápite de pruebas. 

 

NOTIFICACIONES 

Mi representada recibe notificaciones en la calle 34 No. 43 – 79, piso 5, Edificio 
B.C.H., de la ciudad de Barranquilla, o al correo electrónico 

notijudicial@dirliquidaciones.gov.co  

El suscrito, en la secretaria de su despacho o en el correo electrónico 

einercardenas@gmail.com 

 

Del señor Juez, 

 

 

 
__________________________   
EINER CÁRDENAS RODRÍGUEZ 
C.C. No. 72.279.782 de Barranquilla  
T.P. No. 257.137 del C.S. de la J. 
 

 

mailto:notijudicial@dirliquidaciones.gov.co


 

 

 
 
 

 
Señores  
JUZGADO 15° ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 
E. S. D. 
 

MEDIO DE CONTROL:     EJECUTIVO 
RADICACIÓN:                   2003 – 03068-00   
DEMANDANTE:                CECILIA ESTHER MORALES DE HERNÁNDEZ  

DEMAN                                    DEMANDADO:                  Departamento del Atlántico y la E.S.E Hospital General de  

         Barranquilla. 

                                      
ASUNTO:                                  ASUNTO:   PODER 

 

JONATAN TORREGROSA VIANA, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado con la 
cédula de ciudadanía No. 72.295.074, con tarjeta profesional número 273.907 expedida por el 
Consejo Superior de la Judicatura en mi calidad de jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la 
Dirección Distrital de Liquidaciones, conforme a lo establecido en el Decreto 0254 de 2008, 
Decreto 0182 de 2005 y Decreto 305 de 2018 y de acuerdo a las facultades delegadas en la 
resolución 013 del 12 de enero de 2011, expedida por la Directora Distrital de Liquidaciones por 
medio de la cual se faculta al Jefe de la Oficina Jurídica para otorgar poder a los abogados 
vinculados a la entidad, para que se hagan parte y la representen en procesos judiciales, 
respetuosamente manifiesto a usted por medio del presente escrito que confiero poder especial, 
amplio y suficiente en cuanto a derecho se refiere a EINER LUIS CARDENAS RODRIGUEZ mayor 
de edad, identificado(a) con cédula de ciudadanía No. 72279482 expedida en la ciudad de 
Barranquilla, abogado(a) en ejercicio, con tarjeta profesional No. 257137 expedida por el Consejo 
Superior de la Judicatura para que represente en el proceso de referencia hasta su culminación a 
la DIRECCIÓN DISTRITAL DE LIQUIDACIONES, como administradora de las situaciones 

jurídicas no definidas de la extinta la E.S.E Hospital General de Barranquilla. 

 

Mi apoderado(a) cuenta con todas las facultades consagradas en el artículo 77 del Código General 
del Proceso, en especial las de notificarse, sustituir, reasumir, presentar pruebas, solicitar pruebas 
y controvertirlas, presentar excepciones, interponer recursos, facultad para desistir y en general 
todas aquellas inherentes al buen ejercicio del presente mandato. 
 

Sírvase Señor Juez, por lo antes dicho, reconocerle personería a EINER LUIS CARDENAS 
RODRIGUEZ como apoderado de la entidad demandada.  
 

Al presente se anexan: 
 

• Copia de la resolución 0182 de 2005 

• Copia de decreto 254 de 2004 

• Copia de resolución 305 de 2018 

• Copia de la resolución 013 de 2011 
 

Del señor Juez,      Acepto, 

   

JONATAN TORREGROSA VIANA                        EINER LUIS CARDENAS RODRIGUEZ 
CC. No. 72.295.074 de Barranquilla                      C.C. No. 72279482 de Barranquilla 
T.P. No. 273.907 del C.S. de la J.                          T.P. No. 257137 del C.S. de la J. 
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